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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:
Auto – Rechaza demanda
Radicación Nro.: 
66001-22-13-000-2018-00945-00
Demandante:

Sandro Pérez Echeverry
Proceso:                
Habeas corpus
Magistrado Ponente: 
Jaime Alberto Saraza Naranjo
TEMAS:
HABEAS CORPUS / COMPETENCIA TERRITORIAL / FACTOR TERRITORIAL / LUGAR DE RECLUSIÓN DEL ACCIONANTE / RECHAZA DEMANDA
… el solo hecho de que el sumario correspondiente se encuentre en la Sala Penal de esta Corporación, es insuficiente para que de la demanda conozca un funcionario judicial de Pereira, pues esa circunstancia no ha sido ajena a la jurisprudencia nacional que se ha ocupado del tema para precisar que el factor territorial de competencia se determina en estos casos, por el lugar de reclusión del afectado, lo que tiene una especial razón de ser, que es la posibilidad de entrevistarlo, en caso de que el funcionario lo considere pertinente…

En ese sentido, precisó la Corte Constitucional
 en el examen efectuado a dicha normativa, y en lo que se refiere al numeral 1º del artículo 3º que:

“Son competentes para conocer del hábeas corpus las autoridades mencionadas en esta providencia, a lo cual se ha de agregar el factor territorial, en virtud del cual conocerá de la petición la autoridad con jurisdicción en el lugar donde ocurrieron los hechos. En aplicación de los principios de inmediación, celeridad, eficacia y eficiencia, propios de la actividad judicial, la Corte encuentra que el legislador, al establecer la forma cómo se distribuye la jurisdicción para estos casos, actuó dentro del ámbito de sus potestades constitucionales, en particular de las establecidas en el artículo 150-1 superior.

 

La Corte considera propio de esta acción que el juez cuente con la posibilidad inmediata de visitar a la persona en su lugar de reclusión, de entrevistar a las autoridades que hayan conocido del caso, de inspeccionar la documentación pertinente y de practicar in situ las demás diligencias que considere conducentes para el esclarecimiento de los hechos. Por estas razones, será competente la autoridad con jurisdicción en el lugar donde la persona se encuentre privada de la libertad.
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Sería del caso proceder al impulso de la presente acción de hábeas corpus que en su propio nombre promueve Sandro Pérez Echeverry, privado de su libertad con ocasión del proceso penal que se adelanta en su contra y del que, informa, conoce la Sala Penal de este Tribunal, si no fuera porque se advierte la falta de competencia territorial para asumir su conocimiento.
 



En efecto, afirma el accionante que se encuentra recluido en “Cárcel de Girón Palo Gordo Santander”, situación que condice con los sellos del INPEC plasmados en el escrito, y han transcurrido dos años desde que su expediente está a despacho sin que se defina su situación jurídica. 

  



Incoa esta especial acción, que se contempla como derecho fundamental en el artículo 30 de la Constitución Nacional y ha sido desarrollada en la Ley 1095 de 2006, para que se le conceda su libertad. 




No obstante, el solo hecho de que el sumario correspondiente se encuentre en la Sala Penal de esta Corporación, es insuficiente para que de la demanda conozca un funcionario judicial de Pereira, pues esa circunstancia no ha sido ajena a la jurisprudencia nacional que se ha ocupado del tema para precisar que el factor territorial de competencia se determina en estos casos, por el lugar de reclusión del afectado, lo que tiene una especial razón de ser, que es la posibilidad de entrevistarlo, en caso de que el funcionario lo considere pertinente, lo cual se tornaría complejo si el conocimiento lo asumiera un juez de otro lugar.   
  



En ese sentido, precisó la Corte Constitucional
 en el examen efectuado a dicha normativa, y en lo que se refiere al numeral 1º del artículo 3º que:

“Son competentes para conocer del hábeas corpus las autoridades mencionadas en esta providencia, a lo cual se ha de agregar el factor territorial, en virtud del cual conocerá de la petición la autoridad con jurisdicción en el lugar donde ocurrieron los hechos. En aplicación de los principios de inmediación, celeridad, eficacia y eficiencia, propios de la actividad judicial, la Corte encuentra que el legislador, al establecer la forma cómo se distribuye la jurisdicción para estos casos, actuó dentro del ámbito de sus potestades constitucionales, en particular de las establecidas en el artículo 150-1 superior.
 
La Corte considera propio de esta acción que el juez cuente con la posibilidad inmediata de visitar a la persona en su lugar de reclusión, de entrevistar a las autoridades que hayan conocido del caso, de inspeccionar la documentación pertinente y de practicar in situ las demás diligencias que considere conducentes para el esclarecimiento de los hechos. Por estas razones, será competente la autoridad con jurisdicción en el lugar donde la persona se encuentre privada de la libertad.
 
Esta potestad del juez o magistrado que conozca de la acción de hábeas corpus conlleva la correlativa y perentoria obligación de la autoridad cuya actuación se cuestiona, de permitir de inmediato la visita de la persona retenida, así como el acceso a la documentación de que se disponga y el suministro de toda la información que se requiera para la adopción de la decisión que corresponda en relación con el amparo impetrado.” -subrayas y negrillas propias-.




Frente a tales postulados, encuentra esta Sala Unitaria que, ante una prerrogativa como la que se resalta de visitar a la persona retenida, se desplaza cualquier otra consideración que se quiera hacer notar sobre el particular, pues será el funcionario con competencia en el lugar donde se halle detenido el interesado, quien deba contar, de primera mano, con la facilidad para realizar la aludida entrevista, dada la premura con la que debe resolverse el asunto. 
  



También sobre el particular, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, recalcó sobre la mentada competencia y con sustento en aquella decisión de constitucionalidad, en un asunto de similar laya, en el que la petición se formuló ante el Tribunal Superior de Neiva y el magistrado a quien le fue asignado estimó que como el interesado estaba recluido en la ciudad de Florencia era allí en donde debía desenlazarse, dijo: 
“Ahora, si como se dejó plasmado en precedencia, la acción de hábeas corpus no puede ser ajena al debido proceso, entonces, por la misma razón que no es posible que durante el trámite de la misma se deje de manifestar el impedimento por el funcionario judicial inicialmente encargado de conocerla, igualmente es del caso mencionar que como en su resolución se debe atender a la competencia territorial, pues la Corte Constitucional
 señaló, que no obstante que en el numeral 1º del artículo 2º de la Ley 1095 de 2006 se establece que “Son competentes para resolver la solicitud de hábeas corpus todos los jueces y tribunales de la rama judicial del poder público”, así mismo determinó que era indispensable que se tuviera en cuenta el “factor territorial”.

(…)

Así las cosas, se observa que dentro del debido proceso exigido en punto de la acción de hábeas corpus, también se encuentra que el funcionario judicial tenga competencia territorial, de donde se sigue que se debe resolver tal aspecto.

En esa medida, es claro que dentro de la inmediatez de la que está revestida la acción de hábeas corpus, es indispensable garantizar el debido proceso en relación con la competencia territorial del funcionario judicial que ha de conocer de ella.

(…)

Al respecto es del caso señalar que cuando el Magistrado de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Neiva acudió al texto del artículo 54 de la Ley 906 de 2004 para sustentar la decisión de remitir las diligencias a la Corte en orden a definir el funcionario judicial competente por el factor territorial erró, por cuanto lo que le correspondía era tener en cuenta el contenido de la Ley 1095 de 2006, reglamentaria del artículo 30 de la Carta Política, en el entendido de que ésta se trata de una ley estatutaria por razón de la materia que rige (el derecho fundamental al hábeas corpus), en particular el inciso final del artículo 2º en donde se estipula:
“Si el juez que le hubiere sido repartida la acción ya hubiere conocido con antelación sobre la actuación judicial que origina la solicitud de Hábeas Corpus, deberá declararse impedido para resolver sobre esta y trasladar las diligencias, de inmediato, al juez siguiente —o del municipio más cercano— de la misma jerarquía, quien deberá fallar sobre la acción dentro de los términos previstos para ello”.

Lo anterior, en atención a lo consagrado en el artículo 8º de la Ley 153 de 1887, conforme a cual “Cuando no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, se aplicarán las leyes que regulen casos o materias semejantes”.

En esa medida, la determinación que debió adoptar el Magistrado de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Neiva, vistos los principios que informan la acción de hábeas corpus arriba precisados, era “declararse incompetente para resolver sobre ésta y trasladar las diligencias, de inmediato”, en este caso, al Tribunal Superior de Florencia, como más adelante se verá, para que fallara “sobre la acción dentro de los términos previstos para ello.”

Más reciente aún, es la providencia STP2146-2018, en la que, en sede de tutela, la misma Sala de casación Penal de la Corte, con ponencia del Magistrado Luis Guillermo Salazar Otero, señaló: 

Lo primero que debe aducirse al respecto es que no puede ponerse en discusión ni proponer otras interpretaciones a lo ya reiterado por la jurisprudencia en cuanto a la competencia del funcionario para decidir la acción de habeas corpus, como lo proponen los recurrentes, punto sobre el cual ya se estableció que lo es el del lugar donde la persona se halle privada de la libertad.

Así lo indicó la Corte Constitucional en la sentencia C-187 de 2006 al hacer la revisión previa al proyecto de Ley estatutaria que reglamentó el artículo 30 Superior y que finalmente se plasmó en la Ley 1095 del citado año, precedente que con acierto aplicó el Tribunal, posición que ha sido acogida por la Sala de Casación Penal de esta Colegiatura en no pocas decisiones. Por ejemplo en el radicado 26811 de 2007 puntualizó:

Frente a la competencia para conocer de la acción en primera instancia, el numeral 1º del artículo 30 de la ley reglamentaria la ubicó en cabeza de todos los jueces y tribunales del país. Sin embargo, en la sentencia de revisión previa
, la Corte Constitucional determinó que a esa previsión debía agregarse un elemento, a saber, el factor territorial, en virtud del cual debe conocer de la petición la autoridad con jurisdicción en el lugar donde ocurrieron los hechos, entendidos estos como el lugar donde la persona se encuentre privada de la libertad. 

Lo anterior, dijo el Tribunal Constitucional, porque es propio de la naturaleza y características de la acción, precedida por los principios de inmediación, celeridad, eficacia y eficiencia, que el juez cuente con la posibilidad inmediata de visitar a la persona en su lugar de reclusión cuando sea necesario, de inspeccionar la documentación pertinente, y de practicar en el sitio las demás diligencias que considere pertinentes para el esclarecimiento de los hechos, lo cual, por razones obvias, se dificultaría en grado extremo si de la petición tuviese que conocer un juez distante al lugar donde la persona se encuentre privada de la libertad. 

En otra decisión acotó se dijo (rad. 33377 de 2010):

Si bien es cierto que en términos del artículo 30 de la Constitución Política la acción de habeas corpus puede invocarse ante cualquier autoridad judicial; que en los del 2-1 de la Ley 1095 de 2006 son competentes para resolver la respectiva solicitud todos los jueces y tribunales de la Rama Judicial del Poder Público y que en los del 3-1 de esta misma ley quien estuviera ilegalmente privado de su libertad tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial competente el habeas corpus, no menos lo es que el entendimiento dado a este precepto por la Corte Constitucional en su sentencia C-187 de 2006 involucra el factor territorial como elemento para determinar la autoridad judicial que ha de conocer y decidir la citada acción pública.

 

En efecto -dijo el Tribunal Constitucional en la citada providencia- “el texto de este numeral se aviene a lo establecido en el artículo 30 superior, en cuanto reitera que la petición se deberá presentar ante cualquier autoridad judicial, e igualmente no contraría la Constitución el se haya previsto que ante la autoridad judicial competente, previsión que armoniza con lo dispuesto en el artículo segundo del proyecto que se revisa, en donde se indica cuáles son las autoridades judiciales competentes para conocer del recurso, en un marco constitucional, como acabó de explicarse. 

“Son competentes para conocer del habeas corpus las autoridades mencionadas en esta providencia, a lo cual se ha de agregar el factor territorial, en virtud del cual conocerá de la petición la autoridad con jurisdicción en el lugar donde ocurrieron los hechos. En aplicación de los principios de inmediación, celeridad, eficacia y eficiencia, propios de la actividad judicial, la Corte encuentra que el legislador, al establecer la forma como se distribuye la jurisdicción para estos casos, actuó dentro del ámbito de sus potestades constitucionales, en particular de las establecidas en el artículo 150-1 superior.

“La Corte considera propio de esta acción que el juez cuente con la posibilidad inmediata de visitar a la persona en su lugar de reclusión, de entrevistar a las autoridades que hayan conocido del caso, de inspeccionar la documentación pertinente y de practicar in situ las demás diligencias que considere conducentes para el esclarecimiento de los hechos. Por estas razones, será competente la autoridad con jurisdicción en el lugar donde la persona se encuentre privada de la libertad”.
7.2. Pues bien, en el asunto que ahora se cuestiona, está plenamente establecido que en contra de (…) cursa proceso penal ante el Juzgado Quince Penal del Circuito de esta ciudad, respecto de quien, a través de agente oficiosa, el 5 de abril de 2017 se radicó solicitud de habeas corpus que, por reparto, correspondió al Juzgado Tercero Penal Municipal de Montería, despacho que, en providencia del 6 de ese mismo mes, declaró probada tal acción en favor del citado y en consecuencia dispuso su libertad inmediata. Igualmente está acreditado que para la fecha de presentación del libelo el implicado se hallaba detenido en la cárcel La Picota de Bogotá.

De acuerdo con lo señalado y según el precedente jurisprudencial aludido, es claro que en dicho asunto la autoridad judicial competente para conocer de la acción impetrada, por el factor territorial, no podía ser otra que aquella que tuviera jurisdicción en el lugar donde se hallaba privado de libertad el procesado, que para el caso, según se precisó, era Bogotá.
  



De modo que, siguiendo tales orientaciones, se abstendrá la Sala de asumir el conocimiento de la acción y se ordenará su inmediata remisión al Juzgado Promiscuo Municipal -Reparto- de Girón (Santander), para que sea asignada a quien corresponda.
  



DECISIÓN
En armonía con lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial, Sala Unitaria Civil-Familia, por falta de competencia se abstiene de conocer de la  presente acción de hábeas corpus y dispone el envío inmediato de la misma, junto con sus anexos, al Juzgado Promiscuo Municipal -Reparto- de Girón (Santander), para que sea asignada a quien corresponda y se surta el trámite pertinente. 
Entérese al interesado por el medio más expedito posible.

Notifíquese 

 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

  
Magistrado
� Sentencia C-187 de 2006, recientemente reiterada en por la Sala de Casación Penal en la sentencia STP2146-2018 del 15 de febrero 2018.


� Sentencia C-187 de 2006, recientemente reiterada en por la Sala de Casación Penal en la sentencia STP2146-2018 del 15 de febrero 2018.


� Idem.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, acta número 014 del 25 de enero de 2013; Magistrado Fernando Alberto Castro C. También la Sala de Casación Laboral de la alta Corporación ha sentado su criterio sobre el factor de competencia territorial en estos casos, como puede leerse en la sentencia del 17 de enero de 2007, expediente 11-001-02-30-019-2007-00001, M.P. Camilo H. Tarquino Gallego.


� Sentencia de la Corte Constitucional C-187 de marzo 15 de 2006.
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